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PEREIRA - RISARALDA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORALTC  \l 2 "SALA DE DECISION LABORAL"
MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Septiembre diecisiete de dos mil nueve.
Acta Nº 0060 de septiembre 17 de 2009 
ACTA Nº ....... DE ABRIL ... DEL AÑO 2001"

Hora: tres y treinta de la tarde (3:30 p.m.)
En la fecha y hora señaladas, la Sala Laboral del Tribunal Superior, salvo el Dr. Hernán Mejía Uribe quien se declaró impedido para conocer del presente asunto, procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte que demanda, contra la sentencia proferida por la señorita Jueza Segunda Laboral del Circuito de esta ciudad el 4 de marzo hogaño, en el proceso Ordinario que el señor ANIBAL MONTOYA CAMARGO adelanta contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa aprobó la Sala el proyecto que presentó el Magistrado Ponente, correspondiente a la siguiente,TC  \l 3 ""
SENTENCIA
Contando con la asesoría de un profesional del derecho, pretende el actor que se declare que le asiste el derecho para acceder a la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su progenitor José Libardo Montoya Echeverry y, consecuentemente, se condene al ISS al pago de la respectiva tasa prestacional más las agencias en derecho.

Tales pedidos se fundamentan en los siguientes hechos:

El señor Montoya Echeverry falleció el 5 de septiembre de 1987; el actor era hijo del fallecido; para el momento de su  deceso, contaba con más de 1000 semanas cotizadas a ISS.

El demandante fue declarado inválido por el departamento de medicina laboral del ISS, debido a las enfermedades que lo aquejan desde su nacimiento; alegando la calidad de hijo inválido, se presentó a reclamar pensión de sobrevivientes, la cual fue negada por el ISS, argumentando haber pagado indemnización sustitutiva a favor de otro hijo del fallecido.

Ante la calidad de hijo inválido del causante que ostenta el postulante en este proceso, es el llamado a acceder a la pensión por sobrevivencia.
Mediante auto del 30 de octubre de 2007, se admitió la demanda y se dio traslado al ente demandado, quien por medio de mandatario judicial allegó respuesta manifestándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones y proponiendo como medios exceptivos de fondo los de “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.

A continuación, se adelantó la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y Seguridad Social, sin que fuera posible llegar a un acuerdo conciliatorio, procediéndose a evacuar las demás etapas, sin que se modificaran sus bases fácticas ni se adoptaran medidas de saneamiento. En primera audiencia de trámite, se decretaron las pruebas que interesaron a las partes, las cuales consistieron esencialmente en las documentales allegadas al infolio con la demanda y su contestación y las testimoniales, las cuales se evacuaron en las posteriores audiencias.

Agotado el debate probatorio, se dictó la sentencia que puso fin a la primera instancia, en la que se denegaron las pretensiones, al encontrar que las 1.002 semanas que se relacionan en la historia laboral del trabajador, no hubo cotizaciones para los riesgos de invalidez, vejez y muerte, sino que solamente para los riesgos de salud. Dichas cotizaciones se hicieron bajo la actividad 91. El tiempo cotizado por el causante para los riesgos IVM, apenas equivale a 114 semanas, insuficientes para dejar causado el derecho, de conformidad con la normatividad vigente al momento del deceso –Acuerdo 224 de 1966-.
Dicha decisión, fue objeto de apelación por parte del togado representante de la parte actora, quien arguye que el causante sí cotizó más de 1000 semanas y que las mismas también fueron para invalidez, vejez o muerte, pues no  resulta posible que se haya cotizado únicamente para salud y no a pensión. Acota, además, que la parte demandada nunca manifestó dicha situación en la contestación de la demanda, ni lo opuso como medio exceptivo o fundamento de su defensa. Resalta que las Empresas Públicas de Pereira, entidad donde laboró el causahabiente, eran reconocidas por el cumplimiento de sus obligaciones patronales, así que no queda duda alguna de que en ese período se efectuaron cotizaciones para efectos pensionales.

Concedido el recurso, se remitieron las diligencias a esta Sala, surtiéndose el trámite que corresponde a la instancia.
Se resuelve la impugnación con fundamento en las siguientes,

CONSIDERACIONES

Competencia. 

Esta Sala de Decisión es competente para desatar el recurso de apelación presentado, en virtud de los factores territorial y funcional, conforme a los artículos 5 y 15 lit. b ordinal 1º del Estatuto Procesal Laboral.

Problema jurídico.

Del escrito sustentatorio de la alzada, se desprende como problema jurídico a desatar, el atinente a la densidad de cotizaciones efectuadas por el fallecido antes de su deceso, especialmente, establecer sí 1002 semanas que se reportan cotizadas, también lo fueron en materia pensional.

Para resolver este dilema, resulta necesario antes que nada, que la Sala se detenga a analizar la historia laboral que obra en el proceso y de la cual se vislumbrará la solución al cargo enrostrado por el recurrente.
En el folio 19 y siguientes, aparece la historia laboral de cotizaciones del señor Jorge Montoya Echeverri, reportándose que con la patronal No. 03517300018 cotizó al ISS entre el 1º de enero de 1967 y 7 de marzo de 1969, un total de 114 semanas. Seguidamente, aparecen otros dos períodos de cotización, bajo la “actividad 91”, siendo el primero de ellos entre el 21 de abril de 1969 y el 31 de agosto de 1971, para un total de 123 semanas y la segunda etapa bajo esta misma denominación de actividad, ocurrió entre el 1º de septiembre de 1971 y el 1º de julio de 1988, período equivalente a 879 semanas.

El mismo reporte arroja como resultados que el total de semanas cotizadas equivale a 114 y “como pensionado en actividad 91” –sic- cotizó un total de 1.002 semanas.
Si se leyera el reporte hasta aquí, le asistiría total razón al censor, pues la sumatoria de semanas sería de 1.116 cifra más que suficiente para causar la pensión de sobrevivientes pretendida.

No obstante, la lectura del reporte de cotizaciones, como el análisis de todo documento aportado como prueba dentro de un proceso judicial, debe partir de la integralidad, es decir, no puede hacerse una valoración fraccionada del documento, como parece pretenderlo el recurrente, sino que debe mirarse en su conjunto y tomar la información que de él se derive.

En este caso, encuentra la Sala que el mismo reporte, a renglón seguido de las cotizaciones efectuadas, hace la siguiente advertencia: “POR LA ACTIVIDAD 91 Y 95 NO SE COTIZA POR I.V.M.”, aparte que resulta de suma importancia para la resolución del litigio, pues permite interpretar debidamente la historia allegada.

En efecto, dicho aparte no permite duda alguna de que, las 1002 semanas que aparecen cotizadas por el óbito, en virtud de la actividad 91 no fueron para cubrir los riesgos de invalidez, vejez y muerte, es decir, dicho período no sirve para dejar causado el derecho pensional pretendido al promotor del litigio, por cuanto esa no era la finalidad de los citados riesgos, sino que su destino era cubrir otro tipo de asuntos como la salud.

Vale acotar que, para causar la pensión de sobrevivientes o cualquier otro tipo de prestación pensional, es necesario e indispensable que se cumpla con la densidad de cotizaciones establecidas por el legislador, las cuales no pueden ser distintas a las que se efectuaron para cubrir este tipo de contingencias y no otras que tuvieron una finalidad distinta.

Los demás argumentos de la apelación, como el hecho de la “honorabilidad” de la empresa donde laboró el óbito y por ende el “cumplimiento de sus obligaciones patronales”, resulta baladí desde su mera formulación, por cuanto se trataba de una empresa que, como sucedió a la postre, se encargaba de reconocer pensiones en virtud de las normas convencionales que se habían pactado con los trabajadores, entonces la pensión del trabajador o de quienes le sobrevivieran, no corría por las cotizaciones, sino por el cumplimiento de los presupuestos convencionales. Dicha situación, exoneraba al empleador de pagar cotizaciones al sistema de pensiones y sólo lo hacía si quería que, posteriormente, obrara la subrogación y la compartibilidad pensional.

Es claro que en el caso que ocupa la atención de la Sala, el empleador  decidió que no quería que el ISS, posteriormente, se subrogara y empezara a pagar la pensión de vejez al señor Montoya Echeverry, por lo que se abstuvo de efectuar cotizaciones y, por lo mismo, no se hicieron pagos para efectos de invalidez, vejez o muerte al mencionado ente, siendo la consecuencia obvia de esa situación, la inexistencia de la densidad de semanas requerida por las normas que gobiernan la seguridad social, para que el aquí demandante pueda reclamar la pensión de sobrevivientes.

Finalmente, el otro argumento de la apelación, consiste esencialmente en que la validez o no de las tan mencionadas 1002 semanas, no fue objeto de debate por parte de quien soporta la acción, pues ni siquiera se propuso como medio exceptivo o como fundamento de la oposición en la contestación de la demanda.
Debe decirse sobre este argumento que resulta deleznable desde su propia formulación, pues no hay duda que el tema de las semanas sí fue debatido por el togado que representa los intereses de la parte demandada, pues manifestó que el actor solamente acreditaba 114 septenarios cotizados, aseveración que abrió la posibilidad a la juzgadora de primer grado de analizar el tema de las cotizaciones en su fondo, es decir, entrando a verificar si se aportaron las suficientes semanas y, en este caso especial, la validez o no de unas, punto que resultaba trascendental para dirimir debidamente el litigio, como se puede avistar en esta providencia.

Así las cosas, se observa que la decisión judicial de la Jueza a-quo resulta acertada, por lo que habrá de ser confirmada íntegramente.
Las costas en esta sede corren por cuenta de la parte que apela, al tenor de lo dispuesto en el ordinal 3º del artículo 392 del Estatuto Procesal Civil, aplicable por remisión contenida en el canon 145 del Código Adjetivo Laboral y de la Seguridad Social.

 Por lo expresado, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

CONFIRMAR la sentencia apelada.

Costas en esta sede a cargo de la impugnante.
Decisión notificada en estrados.

Cumplido el objeto de la presente diligencia, se da por terminada y en constancia  suscriben el acta los intervinientes.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES









(IMPEDIDO)
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON


HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
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